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DE  LA  PRENDA 


Exige  tin  precepto  legal  el  desarrollo  y 
presentación  de  una  tesis  que  verse  sobre  cual- 
quiera de  las  materias  leídas  durante  los  años 
escolares  en  las  aulas  universitarias,  para  la 
opción  al  grado  académico  respectivo ;  de  aquí 
que,  me  proponga  sustentar  hoy,  por  conside- 
rarla de  reconocido  interés,  la  que  se  conoce  con 
el  nombre  que  encabeza  estas  líneas,  no  con  el 
ánimo  de  difundir  doctrina  nueva  en  una  mate- 
ria asaz  tratada,  y  por  ende,  dilucidada  en 
todos  y  cada  uno  de  sus  puntos  por  eminentes 
comentadores,  sino  con  el  propósito  de  cum- 
plir la  ley  en  todos  sus  extremos. 

Al  entrar  en  materia,  aspiro,  pues,  á  que 
mi  humilde  trabajo  sea  aceptado,  y  como  el 
tema  que  he  de  tratar  tiene  su  base  funda- 
mental, como  casi  en  su  totalidad  la  moderna 
legislación,  en  el  Derecho  Romano,  permitir é- 
me  echar  una  breve  ojeada  retrospectiva  por  la 


historia  de  ese  derecho,  á  fin  de  estudiar  el 
contrato  de  prenda  desde  su  generación,  con 
todas  sus  modalidades  y  caracteres,  para  con- 
siderarlo después  bajo  el  prisma  de  nuestra 
legislación. 


ORIGEN  HISTÓRICO  DEL  CONTRATO 
DE  PRENDA 


Definen  los  romanos  la  prenda  diciendo 
que  «es  un  contrato  en  que  se  entrega  una 
cosa  mueble  al  acreedor  en  seguridad  de  su 
crédito,  para  que  habiéndose  pagado  éste,  se 
restituya  en  especie».  Pignus  est  coniratus  quo 
res  mobilis  traditur  creditori  in  seairitatem 
crediti^  eo persolitto  in  specie  restituenda,  (i) 

Contrato  real  por  su  esencia,  se  perfecciona 
con  la  entrega  de  la  cosa,  re^  dada  en  prenda, 
obligándose  el  acreedor  por  la  cosa,  y  que- 
dando sujeto  á  la  restitución  una  vez  que  le 
sea  satisfecho  su  crédito ;  en  virtud  de  este 
contrato,  pues,  no  adquiere  dicho  acreedor  el 
dominio :  en  lo  que  se  diferencia  del  mutuo  : 
ni  tampoco  el  uso,  en  lo  que  se  diferencia  de  la 
locación^  del  comodato  y  del  precario. 


(i)     Instituciones  Imperiales — Pérez. 
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La  prenda  versa  particularmente  sobre 
cosas  muebles,  pues  aunque  podían  darse  en 
prenda,  según  el  derecho  romano,  las  cosas 
inmuebles  {7^es  soli\  lo  mismo  que  las  mue- 
bles, opinaban  algunos  jurisconsultos  que  la 
palabra  prenda  sólo  se  aplicaba  á  los  muebles, 
y  en  esto  se  distingue  de  la  hipoteca,  pues  esta 
versa  sobre  cosas  ó  bienes  inmuebles,  (i) 

Así  pues,  de  ordinario  se  designaba  con  el 
nombre  de  hipoteca  el  contrato  de  prenda  sobre 
los  inmuebles.  (2) 

Del  contrato  de  prenda  nace  una  acción  lla- 
mada pigneratitza^  que  es  por  su  naturaleza 
doble^  es  decir,  directa  y  contraria  ^Pignera- 
titia^  eaque  similiter  dtiplex  Directa  et  Con- 
traria). (3)  La  directa  es  aquella  por  la  cual 
el  que  dio  su  cosa  en  prenda,  una  vez  pagada 
la  deuda,  gira  contra  el  acreedor  para  que  se 
la  restituya,  ó  le  resarza  el  daño  causado  en 
ella.  No  compete  esta  acción  antes  de  pagado 
al  acreedor  el  crédito,  á  menos  que  se  baya 
satisfecho  en  su  nombre.  No  puede  tampoco 
darse  dicha  acción  contra  un  tercer  poseedor, 
toda  vez  que  con  él  no  se  ha  contraído.  (4) 

Dase  al  acreedor  la  acción  pigneratitia 
contraria  contra  el  deudor,  para  conseguir 
cuanto  haya  gastado  en  la  cosa  que  se  le  dio 
en  prenda  ;  ó  bien  en  el  caso  de  que  se  hubiere 


(i)  Ortolán. 

(2)  Rubén  de  Couder. 

(3)  Instituciones  Imperiales — Pérez. 

(4)  Instituciones  Imperiales — Pérez. 
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dado  una  cosa  agena,  viciosa  ó  que  garantiza 
otra  obligación,  (i) 

Como  en  uno  y  otro  contratante  hay  uti- 
lidad, deben  prestarse  en  este  contrato  el  dolo 
y  la  culpa^  lata  y  leve.  Existe  dicha  utilidad 
de  parte  del  deudor,  porque  se  le  presta  el  di- 
nero con  más  confianza ;  y  de  parte  del  acree- 
dor, porque  tiene  en  más  seguridad  su  crédito. 
La  culpa  levísima  no  se  presta,  porque  esta  no 
es  imputable  sino  á  aquel  en  cuyo  solo  favor 
se  ha  celebrado  el  contrato. 

Todas  las  cosas  muebles  que  están  en  el 
comercio  de  los  hombres  pueden  ser  dadas  en 
prenda,  ya  sean  propias  ó  agenas ;  pero  en 
este  último  caso  requiérese  el  consentimiento 
de  su  legítimo  dueño,  y  debiendo  ser  sucep- 
tibles,  además,  dichas  cosas,  de  prestar  garan- 
tias  suficientes  al  acreedor,  es  decir,  debiendo 
tener  precio  por  su  valor.  De  esta  suerte,  las 
cosas  incorpóreas,  tales  como  créditos,  etc.,  son 
suceptibles  del  contrato  de  prenda. 

En  este  contrato  solían  intervenir  los  pac- 
tos llamados  anticrético  y  de  la  lex  comisoria. 
Por  el  primero  se  utilizaba  el  acreedor  de  los 
productos  emanados  de  la  cosa  que  había  reci- 
bido en  prenda,  mientras  la  deuda  estuviese 
en  descubierto.  Por  el  segundo,  se  otorgaba  al 
acreedor,  según  el  antiguo  derecho  romano,  la 
facultad  de  adquirir  la  prenda  cualquiera  que 
fuese  la  desproporción  entre  el  montante  de   la 


( I )     Inztituciones  Imperiales — Pérez . 
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deuda  y  el  valor  de  la  cosa  pignorada,  si  al 
vencimiento  del  crédito  el  deudor  no  lo  pa- 
gaba. El  modo  como  se  desenvolvían  por  sus 
efectos  legales  las  acciones  que  nacían  de  la 
prenda  que  acaban  de  expresarse,  á  nuestro 
juicio  desvirtuaban  por  completo  la  naturaleza 
doctrinal  del  contrato  de  prenda. 

Por  considerarlo  ilícito  abolió  Constantino 
en  absoluto  el  pacto  comisorio.  {^Placel  mfi?^- 
mare  eam  et  in  posteruín  omnem  ejus  menio- 
riam  aboleri,  (i) 

•  El  contrato  de  prenda  es,  además  de  un 
contrcto  re^  puesto  que  se  forma  con  ocasión  de 
una  cosa,  como  el  comodato^  depósito  y  muttiOy 
puramente  accesorio,  pues  que  supone  una 
obligación  principal  cuyo  cumplimiento  ga- 
rantiza. Como  la  obligación  natural  puede  ser- 
vir de  base  á  un  derecho  de  pignits  no  es 
indispensable  que  baya  sido  sancionada  la  obli- 
gación civil.  Tampoco  es  necesario  que  la  obli- 
gación sea  de  presente ;  bien  puede  ser  condi- 
cional ó  futura.  Y  en  fin,  puede  constituirse  la 
prenda,  no  tan  solo  en  virtud  de  una  obligación 
propia  exclusivamente,  sino  también  por  una 
obligación  agena.  Sine  p?v  sua  obligatioiie^  sine 
pro  aliejia,  (2) 

En  los  primitivos  tiempos  la  prenda  se 
constituía  por  la  mandpatio  ó  la  cessio  in  jui'e^ 
y  por  las  que  el  acreedor  se   bacía   propietario 


( 1 )  Rubén  de  Couder. 

(2)  Rubén  de  Couder. 
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de  la  cosa,  mas  añadiendo  al  solemne  acto  la 
cláusula  ó  pacto  á.efidtcda^  con  el  propósito  de 
obligar  al  acreedor  á  remancipar  ó  restituir  al 
deudor  la  cosa  después  de  verificado  el  pago 
(Gayo,  C.  II,  §  6o;  Paulo,  sent.,  lib.  II,  tít. 
XII).  Tenía,  pues,  el  acreedor  toda  la  garantía 
posible  por  este  favorable  medio,  en  tanto  que 
el  deudor,  dejando  de  ser  propietario  de  la 
prenda,  apenas  se  veía  protegido  por  la  acción 
personal  contra  la  insolvencia  ó  la  mala  fe  del 
acreedor. 

El  contrato  de  pignus  vino  á  poner  reme- 
dio á  estos  inconvenientes.  Sin  transferirle  la 
propiedad  entrega  el  deudor  al  acreedor  un 
objeto  en  seguridad  del  crédito.  Al  llevarse  á 
efecto  la  tradición  tiene  lugar  un  contrato  entre 
las  partas,  después  del  cual  subsiste  para  el 
deudor  la  acción  real  encaminada  á  obtener  la 
restitución  de  la  cosa  que  ha  entregado. 

Quedan,  pues,  garantizados  los  intereses 
del  deudor,  pues  continúa  siendo  propietario 
de  la  cosa  pignorada,  y  conserva,  aunque  haya 
transferido  la  posesión,  la  facultad  reivindi- 
cativa.  Por  su  parte  quedan  también  cubiertos 
los  intereses  del  acreedor,  porque  al  trasmitirle 
la  posesión  de  la  cosa,  es  claro  que  el  deudor 
se  coloca  en  la  imposibilidad  material  de  dis- 
poner de  ella,  y  como,  por  otra  parte,  y  por 
razón  del  contrato  de  prenda,  tiene  el  derecho 
de  vender  la  cosa  pignorada  si  no  logra  perci- 
bir su  crédito  al  tiempo  del  vencimiento,  tiene 
la  seguridad  plena  de  no  sufrir  ninguna  pérdi- 


14 

da  si  equivale  la  prenda  al  importe  de  lo  que 
se  le  adeuda.  Además,  el  acreedor,  en  su  ca- 
rácter de  poseedor  encuéntrase  protegido  por 
los  interdictos  posesorios^  que  le  procuran  el 
mantenimiento  de  la  cosa  pignorada  en  su 
poder,  (i) 

En  cuanto  á  la  constitución  de  la  prenda 
diremos  con  los  romanistas  que  es  voluntaria 
ó  necesaria.  Fúndase  en  una  convención  la 
primera  {pigmis  convencionales)^  ó  en  una  dis- 
posición de  última  voluntad  {pignns  testa- 
7nentarium)\  y  la  segunda,  en  una  orden  del 
magistrado    ó    precepto    legal. 

Entre  acreedor  y  deudor  por  regla  gene- 
ral, es  que  se  verifica  el  contrato  de  prenda ; 
pero  no  hay  inconveniente  en  que  un  tercero 
pueda,  en  interés  del  deudor,  entregar  al 
acreedor    una    cosa   en    calidad   de   prenda. 

Al  acreedor  pignoraticio  correspondía  la 
facultad  principal  de  vender  la  prenda  en  el 
caso  de  que  no  le  fuera  satisfecho  en  el  tér- 
mino prefijado  su  crédito,  para  con  el  pro- 
ducto de  la  venta  hacerse  pago  de  él.  Una 
convención  expresa  necesitábase  al  principio 
para  que  el  acreedor  pudiese  vender  la  cosa 
pignorada,  pues  de  lo  contrario  sólo  tenía 
sobre  ella  ^\Jus  retentionis  (Gayo,  C.  II,  §  64); 
pero  este  prenombrado  derecho  mas  adelante 
se  tuvo  por  sobreentendido,  y  del  que  no  podía 
despojarse   al   acreedor  ni  aun   por  la  misma 


[i]     Rubén  de  Couder. 
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coüveución,  tal  era  la  latitud  de  este  derecho 
que  el  acreedor  podía  dar  en  prenda  á  su  vez 
la  cosa  que  en  igual  concepto   había  recibido. 

La  mas  importante  de  las  obligaciones 
del  acreedor,  es  la  de  restituir  la  prenda  des- 
pués que  le  haya  sido  íntegramente  satisfecho 
su  crédito  (Instit.,  §  4,  lib.  III,  tit.  XIV); 
así  como  también  la  de  velar  por  su  conser- 
vación. Asimílase  su  responsabilidad  á  la  de 
un  comodatario  :  (( Venit  aíitem  in  hac  actione 
et  dolo  et  culpa^  ut  in  commodata;  venit  et  cus- 
todia;  vis  mayor  non  venit )).    (i) 

No  sólo  de  la  culpa  lata  asimilable  al 
dolo  es  el  acreedor  responsable,  sino  también 
de  todas  aquellas  faltas  que  hubiera  podido 
evitar  un  buen  padre  de  familia ;  pero  si  la 
cosa  perece  por  caso  fortuito,  queda  exento 
de  toda  responsabilidad.  Sin  embargo,  como 
la  cosa  pignorada  queda  afecta  á  los  riegos 
que  llegare  á  experimentar  el  deudor,  bien 
puede  el  acreedor  perseguir,  por  todos  los 
medios,  el  pago  de  la  deuda. 

Hay  una  excepción  de  la  regla  general 
en  virtud  de  la  cual  está  obligado  el  acreedor 
á  la  devolución  de  la  prenda,  después  del  pago 
total  del  crédito  garantido.  Tal  excepción  fue 
consagrada  por  un  rescripto  del  Emperador 
Gordiano,  por  el  cual  se  concedió  al  acreedor 
el  derecho  de  retener  la  cosa  dada  en  prenda 


(i)     Dig.  13.    7.  13.    I   I.  Ulp.    Cita  de  Ortolán. 
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después  de  la  extinción  del  crédito,  si  era 
igualmente  acreedor  de  otra  cantidad  exigible 
al  mismo  tiempo,  aun  cuando  no  estuviese 
á  esta  afecta  la  prenda.  Semejante  disposición 
ba  trascendido  á  nuestra  moderna  legislación, 
según  se  vé  en  el  artículo  1.824  ^^^  Código 
Civil. 

Una  vez  hecha  vender  por  el  acreedor  la 
cosa  pignorada,  por  razón  de  no  haberle  sido 
satisfecho  el  crédito  á  su  vencimiento,  debe 
imputar  el  precio  á  la  extinción  de  la  deuda,  y 
entregar  al  deudor  el  excedente  que  resultare 
después  de  cubierta  la  obligación. 

Por  su  parte  el  deudor,  como  permaneció 
siempre  siendo  propietario  de  la  prenda,  pudo 
en  tal  concepto  venderla,  ó  gravarla  con  cual- 
quier servidumbre,  siempre  que  con  este  pro- 
cedimiento no  perjudique   al  acreedor. 

Si  continuase  el  acreedor  reteniendo  la 
prenda  aún  después  de  cobrado  su  crédito  to- 
talmente, puede  perfectamente  bien  el  deudor 
reivindicar  la  cosa  y  aprovecharse  de  los  au- 
mentos y  mejoras  que  hubiere  adquirido;  pero 
quedando  siempre  obligado  para  con  el  acree- 
dor por  la  acción  pigneratitia  contrm^ia^  ya  por 
las  impensas  empleadas  en  provecho  de  la  cosa; 
ya  por  la  reparación  de  los  perjuicios  ocasiona- 
dos por  sus  defectos,  que  fueren  imputables  al 
deudor;  ora  por  la  evicción  que  el  acreedor  hu- 
ble  sufrido  de  parte  del  propietario  legítimo, 
cuando  el  deudor  le  hubiese  dado  en  prenda 
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una  res  aliena.  En  este  caso  rije  el  principio  : 
nielior  es  causa  possidentis,  ( i ) 

Para  concluir  esta  breve  reseña  histórica 
sobre  el  contrato  de  prenda  entre  los  romanos, 
diremos  finalmente,  que  la  acción  pigneratitia 
es,  como  la  cojnodatz  y  como  la  depositi^  y  á  di- 
ferencia de  la  condictio  certi^  que  es  eminente- 
mente de  derecho  extricto  {stricti  juris)^  una 
acción  de  buena  fe.  (2) 

Como  la  obligación  originada  por  el  con- 
trato de  prenda  es  accesoria,  se  extingue  si  se 
disuelve  la  obligación  principal,  ó  si  se  pierde 
ó  consume  enteramente  la  prenda  sin  culpa  del 
deudor,  según  aquel  famoso  axioma  de  derecho: 
(f^Los  deudores  de  cierta  especie^  por  perecer  ésta 
sin  culpa  sitya^  se  libertan. y>  (3) 


{ I )  Rubén  de  Couder. 

(2)  Ortolán 

(3)  Sala. — Derecho   Español. 


DE  LA  PRENDA  SEGÚN  EL  DERECHO 
CIVIL  VENEZOLANO 


Como  lo  prometimos,  vamos  á  comenzar 
la  segunda  parte  de  nuestro  estudio,  tomando 
por  base  los  principios  consagrados  en  nuestro 
Código  Civil  vigente,  comparados  en  algunos 
puntos  con  las  doctrinas  de  otras  legislaciones. 

"Z<2  prenda  es  un  contrato  en  el  cual  el  deu- 
dor da  á  su  acreedor  una  cosa  mueble  en  seguri- 
dad del  crédito,  cosa  que  debe  restituirse  des- 
pues  de  extinguida  la  obligación. 

(Artículo  1.8 1 3  del  Código  Civil.) 

Definición  ésta  que  es  la  misma  conteni- 
da en  Libro  I.,  Título  XIII  de  la  Part.  V. 

De  los  términos  de  la  definición  preceden- 
te se  deriva  que  el  contrato  de  que  nos  ocupa- 
mos es  accesorio,  esto  es,  dependiente  de  otro, 
llamado  por  lo  mismo,  principal,  de  aquí  que: 
las  acciones  que  por  la  prenda  se  deriven  para 
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las  partes  sean,  generalmente  hablando,  de 
naturaleza  refleja,  si  bien  por  excepción  la  le}^ 
dá  acción  directa  en  el  mismo  contrato  de 
prenda. 

Supone  el  contrato  de  prenda  como  se  ad- 
vierte del  artículo  1813  del  Código  Civil,  la 
existencia  de  una  obligación  principal,  cuyo 
cumplimiento  garantiza;  es  pues  el  primer  ele- 
mento de  dicho  contrato,  elemento  primordial; 
si  puede  decirse,  un  contrato  principal  en  que 
se  apoye  el  de  prenda. 

Como  en  el  contrato  de  prenda  se  afecta 
una  cosa  al  cumplimiento  de  una  obligación,  y 
como  esta  cosa  por  su  noturaleza,  desde  luego 
que  es  mueble  no  sería  una  verdadara  garantía 
estando  en  poder  del  deudor,  es  condición  para 
la  perfección  de  tal  contrato  que  el  obligado 
ponga  reabnente  la  cosa  á  disposición  ó  en  ma- 
nos del  acreedor. 

Requiérese  además  en  el  contrato  de  pren- 
da, como  en  todos  los  contratos,  el  consenti- 
miento de  las  partes  contratantes,  elemento  sin 
el  cual  no  puede  existir  relación  de  derecho 
alguna,  ó  lo  que  es  mismo,  vínculo  jurídico 
que  es  el  efecto  inmediato  del  contrato. 

Accesorio  como  es  el  contrato  de  preada, 
desaparece  con  lo  principal :  cumplida  la  obli- 
gación que  garantiza  no  tiene  él  razón  de  ser, 
y  por  lo  mismo  se  retrotraen  las  cosas  á  su  pri- 
mitivo estado,  esto  es,  vuelve  la  cosa  al  poder 
del  deudor,  de  donde  se  advierte,  que  puede 
perecer  la  prenda  subsistiendo,  no  obstante,  la 
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obligación  principal ;  y  así  lo  establece  la  ley 
al  estatuir  que  úa  entrega  de  la  prenda  ?io  basta 
paj'a  hacer  presumir  la  remisión  de  la  deuda. y^ 
(Artículo  1.247  ^^  Código  Civil) 

Establece  el  artículo  1.8 14  del  Código  Ci- 
vil, ^ue  la  prenda  confiere  al  acreedor  el  dere- 
cho de  hacerse  pagar  con  privilegio  sobre  la 
cosa  obligada,  disposición  especial  que  restrin- 
ge, en  cierto  modo,  como  acontece  con  la  hipo- 
teca, la  regla  general  de  que  los  bienes  del 
deudor  son  la  prenda  común  de  sus  acreedores. 
Uno  de  los  efectos  legales  de  esta  disposición 
es  dar  al  acreedor  una  acción  para  recabar  de 
su  deudor  el  cumplimiento  de  la  obligación,  y 
es  esta,  acción  directa,  como  del  propio  modo 
lo  es,  considerando  aisladamente  el  contrato 
de  prenda,  la  de  pedir  la  entrega  de  la  cosa 
ofrecida  en  prenda.  Por  esto,  el  privilegio  de 
hecerse  pagar  no  existe  antes  de  estar  la  cosa 
en  poder  del  acreedor.  Así  lo  entiende  Sanojo 
al  decir,  «que  el  contrato  vale,  aún  antes  de  la 
((  entrega  de  la  cosa,  en  el  sentido  de  que  el 
((  acreedor  puede  exigirla  del  deudor  ó  del  ter- 
((  cero  que  la  ha  ofrecido,  y  es  esta  la  acción  di- 
((  recta,  pero  no  en  el  de  que  pueda  tener  el  pri- 
((  vilegio,  el  cual  no  subsiste  mientras  no  se 
«  haya  entregado  la  prenda.» 

La  capacidad  de  los  contratantes  es  nece- 
saria para  la  validez  de  los  contratos,  queriendo 
esto  decir,  que  las  partes  han  de  tener  la  habi- 
lidad legal  para  obligase;  pero  en  el  contrato 
de  prenda,  por  su  propia  naturaleza,  requiérese 


22 


además  que  el  deudor  sea  propietario  de  la 
cosa  y  capaz  de  enagenarla,  particularidad  esta 
del  contrato  de  prenda  que  le  dá  cierta  analo- 
gía manifiesta  con  la  hipoteca,  en  que  se  requie- 
re también  ser  dueño  del  inmueble  y  capaz  de 
enagenar.  Tal  lo  ha  establecido  la  legislación 
francesa  en  su  ley  hipotecaria,  73  y  74;  cod. 
civ.,  2.124  y  2.125. 

Laurent  en  sus  comentarios  al  Código  Ci- 
vil francés,  se  expresa  de  la  manera  siguiente: 
((  En  efecto,  la  prenda  es  un  derecho  real,  como 
la  hipoteca  ;  por  tanto,  una  desmembración  de 
((  la  propiedad.  Constituir  una  prenda,  es  veri- 
«  ficar  una  enagenación  parcial  de  la  cosa,  y, 
«  es  necsario  tener,  para  enagenar  parcialmen- 
((  te,  la  misma  capacidad  que  para  hacer  la  ena- 
((  genación  total.  No  es  sino  el  propietario 
((  quien  puede  enagenar,  porque  la  facultad  de 
((  disponer  es  uno  de  los  atributos  esenciales  de 
(c  la  propiedad.  Es  necesario,  además,  ser  capaz 
«  de  enagenar,  pues  hay  propietarios  que,  en 
(c  razón  de  su  incapacidad  no  pueden  enagenar 
((  y  que,  por  tanto,  no  pueden  constituir  una 
((  hipoteca  ni  una  prenda :  tales  son  los  meno- 
«  res,  los  entredichos  y  las   mujeres    casadas.» 

Definido  el  contrato  de  prenda  conviene, 
para  la  claridad  de  las  ideas  que  exponemos, 
establecer  sus  diferencias  esenciales,  para  no 
confundirlo  con  otros  contratos  que  puedan 
tener  con  él  ciertas  semejanzas. 

El  arrendamiento  como  la  prenda  puede 
tener  por  objeto  las  cosas,  muebles.  El  que  re- 
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cibe  la  cosa  ó  sea  el  arrendatario  ha  de  entregar 
una  cantidad,  que  es  la  pensión  de  arrenda- 
miento, pero  estos  dos  contratos  á  pesar  de  tal 
semejanza  tienen  diferencias  notables,  por  la 
naturaleza  y  por  sus  efectos  jurídicos.  En  el 
primero,  el  contrato  es  perfecto  desde  que  bay 
consentimiento  entre  las  partes,  así  al  menos, 
se  desprende  de  los  términos  del  artículo  1.523 
del  Código  Civil,  según  el  cual  :  El  ai^renda- 
miento  de  cosas  es  un  contrato  en  el  cual  una  de 
las  partes  contratantes  se  obliga  á  hacer  gozar  á 
la  otra  de  una  cosa^  por  cierto  tiempo  y  median- 
te un  precio  determinado  que  éste  se  obliga  á 
pagarle;yi  mientras  que  para  la  perfección  del 
contrato  de  prenda,  como  antes  hemos  ex- 
puesto, es  indispensable  el  hecho  real  de  la  en- 
trega de  la  cosa. 

En  uno  y  otro  contrato  la  cosa  está  á  dis- 
posición del  que  ha  de  entregar  el  dinero,  pero 
en  el  arrendamiento  á  diferencia  de  la  prenda 
se  tiene  el  uso  de  ella  tanto  que  la  ley  dá  al 
arrendatario  el  derecho  de  pedir  que  se  le  pro- 
porcione el  goce  pacífico  de  la  misma.  El  cui- 
dado que  ha  de  prestar  el  arrendatario,  como 
el  que  recibe  la  prenda,  es  el  de  un  buen  padre 
de  familia,  de  lo  cual  parece  deducirse,  que  al 
restituirse  la  cosa  deba  ser  la  misma  y  en  las 
propias  condiciones  en  que  se  recibió,  lo  que 
no  puede  considerarse  como  absoluto  al  tratar- 
se del  arrendamiento,  contrato  en  el  cual,  por 
la  acción  que,  por  mejoras  útiles,  dá  la  ley  al 
arrendatario  contra  el  arrendador,  nace  la  con- 
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clusión  de  que  puede  mejorarse  la  condición 
de  la  cosa  arrendada,  y  puede  deteriorarse  con 
el  uso,  circunstancias  éstas  que  no  pueden  con- 
currir tratándose  de  la  prenda. 

En  cuanto  á  los  efectos  jurídicos  de  las 
obligaciones  contraídas  en  ambos  contratos, 
hay  también  una  diferencia  capital.  En  efecto: 
las  acciones  del  arrendador  contra  el  arrenda- 
tario por  pensiones  insolutas  no  puede  darle 
privilegio  alguno  sobre  la  cosa  arrendada,  ya 
que  es  el  propietario  de  tal  cosa;  mientras  que 
en  la  prenda  el  tenedor  de  ella,  ó  sea  el  acree- 
dor, tiene  el  derecho  de  retención,  afecta  como 
se  haya  la  cosa  principalmente  al  cumplimien- 
to  de  la  obligación  que  garantiza. 

Hay  más :  como  según  el  aparte  del  ar- 
tículo 1.699  ^^^  Código  Civil,  el  préstamo  pue- 
de haberse  hecho  en  contemplación  á  sólo  la 
persona  del  comodatario,  las  obligaciones  y  de- 
rechos que  nacen  de  tal  contrato  pueden  no 
pasar  á  los  herederos  del  comodatario,  restric- 
ción ésta  á  la  regla  general  de  cada  quien  con- 
trata para  sí,  sus  herederos  y  causa-habientes. 
En  la  prenda  las  acciones  y  derechos  que  se  de- 
riven para  el  acreedor,  tenedor  de  la  cosa,  pasan 
en  todo  caso,á  sus  herederos  cuya  obligación  es 
indivisible  según  precepto  legal  contenido  en  el 
artículo  1.825  ^^^  Código  Civil  que  establece 
que  «  La  prenda  es  indivisible  aunque  la  deuda 
se  divida  estire  los  causahabientes  del  deudor  ó 
del  acreedor. "i)  .... 

La  prenda  en    ningún  caso  transfiere  la 
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propiedad  de  la  cosa,  mientras  que  el  efecto 
legal  del  mutuo  es,  conforme  lo  dice  el  artículo 
1. 710  del  Código  Civil,  hacer  al  mutuario  pro- 
pietario de  la  cosa  prestada,  de  tal  suerte  que 
perece  para  él,  cualquiera  que  sea  la  causa  de 
la  pérdida. 

La  prenda  como  se  vé  de  su  definición  tie- 
ne por  objeto  asegurar  el  cumplimiento  de  una 
obligación  de  pago,  y  así  se  observa  que  casi 
siempre  se  pacta  como  subsidiario  de  un  prés- 
tamo, y  por  esta  razón  los  autores  llaman  al 
contrato  de  préstamo,  garantizado  con  prenda: 
mutuo  pignoraticio,  haciéndolo  aparecer  como 
una  especie  del  mutuo. 

En  este  contrato  como  en  el  de  depósito 
pueden  desprenderse  obligaciones  por  parte  del 
deudor  á  consecuencia  de  hechos  ó  actos  poste- 
riores, y  así  deberá  reembolsar  al  acreedor  los 
gastos  é  impensas  necesarios  que  ha  hecho  para 
la  conservación  de  la  cosa  pignorada,  como  lo 
establece  el  aparte  del  artículo  1.820  del  Códi- 
go Civil,  del  propio  modo  que,  por  una  dis- 
posición muy  análoga,  la  contenida  en  el  ar- 
tículo 1.748  ejusdem  a  El  depositante  está  obli- 
gado á  reembolsar  al  depositario  los  gastos  que 
haya  hecho  para  la  conservación  de  la  cosa  depo- 
sitada^ y  á  indemnizarle  de  los  daños  que  se  le 
hayan  seguido  del  depósito;))  más,  no  obstante 
tal  analogía,  la  prenda  se  diferencia  del  depó- 
sito en  que,  en  el  primero  de  estos  contratos 
la  cosa  se  da  por  la  seguridad  y  no  por  simple 
causa  de  cuido  ó  custodia,  á  pesar  de  que  una 
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de  las  obligaciones  del  acreedor  en  el  contrato 
de  prenda  es  velar  por  la  conservación  de 
la    cosa. 

Juzgamos  suficiente  el  ligero  estudio  com- 
parativo que  hemos  hecho  entre  el  contrato  de 
prenda  y  otros  con  los  cuales  tiene  algunas  se- 
mejanzas, para  no  traer  en  la  materia  motivo 
de  este  estudio  confusión  de  ninguna  naturale- 
za ;  por  lo  cual  nos  ocuparemos  en  forma  más 
concreta  de  lo  que  forma  el  objeto  de  la  presen- 
te tesis. 

Refiriéndose  al  privilegio  que  confiere  al 
acreedor  pignoraticio  el  artículo  1.8 14  del  Có- 
digo Civil,  dice  el  1.8 15  ejusdem:  íí Este  privile- 
gio no  tiene  lugar  sino  cuando  hay  documento 
público  ó  privado  que  C07itiene  la  declaración  de 
la  suma  debida^  así  como  de  la  especie  y  de  la 
naturaleza  de  las  cosas  dadas  en  prenda^  y  de  su 
calidad^  peso  y  medida. 

iiSin  embargo^  la  redacción  del  acto  por  es- 
crito no  se  7^e quiere^  sino  cuando  se  trata  de  un 
objeto  cuyo  valor  exceda   de  dos  mil  bolívar  es. y) 

ii El  privilegio  no  tiene  lugar  sobre  los  cré- 
ditos^ SÍ710  cuando  la  prenda  resulta  de  U7i  acto 
público  ó  de  un  acto  privado^  y  se  le  ha  notificado 
al  deudor  del  crédito  dado  en  prenda. 

(íLa  notificación  no  es  necesaria  respecto  de 
los  documentos  á  la  orden^  ó  al  portador. y^  (Ar- 
tículo 1.816  del  Código  Civil.) 

La  ley  prescribe  condiciones  de  forma  en 
interés  de  los  terceros,  como  en  materia  de 
hipotecas. 
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Conforme  á  los  términos  del  artículo  2.074 
del  Código  Civil  francés,  el  acreedor  prendario 
no  puede  ejercer  el  privilegio  sino  en  tanto  que 
hay  un  acto  público  ó  un  acto  privado  debida- 
mente registrado  que  contenga  la  declaración 
de  la  suma  debida,  así  como  la  especie  y  la 
naturaleza  de  las  cosas  dadas  en  prenda  ó  un 
estado  demostrativo  de  su  calidad,  peso  y 
medida. 

El  objeto  de  la  ley  es  prevenir  el  fraude 
de  que  los  terceros  acreedores  pudieran  ser 
víctimas.  ¿Cuáles  son  las  formas  prescritas 
por  la  ley?  Es  necesario  desde  luego  que  haya 
un  acto  público  ó  bajo  documento  privado.  El 
acto  es  exigido,  no  para  la  prueba,  sino  para 
garantizar  los  intereses  de  los  terceros. 

Por  el  artículo  2.077  del  Código  Civil 
francés  ida  redacción  del  acto  por  escrito  y  su 
registro  no  están  prescritos  sino  citando  la  ma- 
te?^ia  exceda  de  1^0  fs.  Es  sobre  todo  para 
las  pequeñas  deudas  que  la  prenda  es  usada,  y 
por  consiguiente  en  las  clases  necesitadas.  .  . 
Laurent». 

Según  Sanojo,  «se  infiere  que  para  que  el 
acreedor  pignoraticio  tenga  privilegio  sobre 
los  demás,  es  necesario:  1"=*  Que  el  contrato  de 
prenda  resulte  de  documento  público  ó  pri- 
vado, cuando  la  cosa  dada  en  prenda  exceda 
de  la  suma  ó  valor  de  dos  mil  bolívares.  La 
escritura  privada  debe  tener  fecha  cierta  para 
que  produzca  efecto  entre  los  demás  acree- 
dores.   2^  Que  el  documento  contenga  la  decía- 
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ración  de  la  suma  debida,  de  la  especie  y 
naturaleza  de  las  cosas  dadas  en  prenda,  y  de 
su  calidad,  peso  y  medida,  cuando  tal  descrip- 
ción sea  necesaria  para  determinar  su  invidua- 
lidad.  Debe  tener  el  documento  fecha  cierta.  Si 
las  indicaciones  dichas  son  completas  respecto 
de  alguno  de  los  objetos  dados  en  prenda  y 
respecto  de  otros  nó,  valdrá  el  contrato  única- 
mente en  cuanto  á  los  primeros.  3^  El  deudor 
debe  ser  notificado  del  crédito.  4"^  Que  la  cosa 
empeñada  se  haya  entregado  y  esté  en  poder 
del  acreedor  ó  de  un  tercero  designado  por 
ambas  partes  para  recibirla  y  retenerla,  por- 
que si  permanece  en  poder  del  deudor,  éste, 
mostrándola,  puede  engañar  á  otro  en  punto  á 
las  garantías  que  ofrezca  á  los  que  quieran 
abrirle  crédito.  Al  tercero  debe  entregársele  el 
objeto  para  que  lo  conserve  en  inierés  del 
acreedor,  de  manera  que  no  podría  conside- 
rarse como  subsistente  esta  cuarta  condición, 
solo  porque  accidentalmente  se  encuentre  el 
objeto  en  poder  de  cualquier  tercero.  Por  lo 
demás  se  entiende  que  el  acreedor  retiene  el 
objeto  empeñado,  aun  cuando  se  le  haya  entre- 
gado á  un  tercero  con  obligación  de  restituirlo, 
y  con  mayoría  de  razón,  cuando  se  le  haya 
extraviado  ó  se  lo  hayan  hurtado,  casos  en  que 
podrá  recobrarlo  fundado  en  su  derecho  real 
de  prenda,  del  tercero  detentador ». 

Como  según  el  artículo  1.8 14  del  Código 
Civil ;  por  la  naturaleza  misma  de  este  con- 
trato se   confiere   al   acreedor   el   derecho   de 
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hacerse  pagar  con  privilegio  sobre  la  cosa 
obligada,  siendo  esta  en  consecuencia  condi- 
ción esencial  de  dicho  contrato,  al  decir  el 
artículo  1.8 1 5  ejusdem  que  este  privilegio  que 
se  concede  al  acreedor  no  tiene  lugar  sino 
cuando  hay  documento  público  ó  privado  que 
contenga  la  declaración  de  la  suma  debida,  de 
la  especie  y  la  naturaleza  de  los  objetos  dados 
en  prenda,  ó  una  nota  de  su  calidad,  peso  y 
medida,  dedúcese  lógicamente  relacionando  es- 
tas disposiciones  legales  que  la  forma  extrín- 
seca es  indispensable  para  el  contrato  de  pren- 
da, ó  sea,  un  documento  contentivo  de  las 
enunciaciones  que  pauta  el  artículo  última- 
mente citado ;  así  pues,  es  nuestra  opinión  que 
no  solo  para  quo  nazca  el  privilegio  sino  para 
la  existencia  del  contrato  mismo  es  necesario 
tal  documento,  pues  el  contrato  de  prenda  sin 
ese  derecho  privilegiado  para  el  acreedor,  deja 
de  serlo. 

El  aparte  del  artículo  1.815  restringe  la 
disposición  qus  exige  la  escritura  del  contrato, 
requiriéndola  únicamente  como  indispensable, 
cuando  se  trata  de  un  objeto  cuyo  valor  ex- 
ceda de  dos  mil  bolívares  ;  lo  cual  encontramos 
muy  ajustado  á  razón,  desde  luego  que,  la  ley 
da  la  facultad  de  comprobar  la  existencia  de 
las  obligaciones  por  todos  los  medios  de  prueba 
que  nos  ofrece  nuestra  legislación,  con  solo  las 
salvedades  que  establece  el  Código  Civil  en  sus 
artículos  1.31 1  y  siguientes,  entre  las  cuales 
está   la   de   que    no   es  admisible  la  prueba  de 
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testigos  para  probar  la  existencia  de  una  con- 
vención celebrada^  ya  para  for^nar  una  obliga- 
ción^ ya  para  extinguirla^  cuando  el  objeto  exceda 
de  la  suma  ó  valor  de  dos  mil  bolívares^  dispo- 
sición concordante  con  el  aparte  del  artículo 
1.815  ya  citado. 

Del  estudio  teórico  que  nuestras  labores 
universitarias  nos  han  permitido  hacer  de  la 
legislación  patria,  hemos  hecho  algunas  obser- 
vaciones que  han  merecido  nuestra  atención  en 
distintas  materias  de  nuestras  leyes ;  entre 
ellas  está  la  que  nos  sugiere  el  estudio  com- 
parado de  los  artículos  i. 311  y  i. 815  del  Código 
Civil,  ya  citados.  El  primero  declara  inadmisi- 
ble la  prueba  de  testigos  cuando  el  objeto  de  la 
obligación  exceda  de  la  suma  de  dos  mil  bolí- 
vares, y  aquí,  como  fácilmente  se  advierte  del 
contexto  de  la  disposición  citada,  el  término 
objeto  es  tomado  como  sinónimo  de  materia  de 
la  obligación  y  no  como  cosa  real,  tangible.  La 
ley  pues,  regula  ó  da  la  medida  de  las  acciones 
y  obligaciones  que  nazcan  de  la  convención 
por  el  monto  de  lo  que  forma  su  objeto. 

El  aparte  del  artículo  1.815,  establece  que 
no  se  requiere,  al  tratarse  del  contrato  de 
prenda,  la  redacción  del  acto  por  escrito,  sino 
caando  se  trata  de  un  objeto  cuyo  valor  exceda 
de  dos  mil  bolívares.  Aquí  el  término  ob- 
jeto está  tomado  como  sinónimo  de  cosa  tan- 
gible, de  la  cosa  mueble  que  ha  de  darse  en 
prenda.  Se  ve  pues,  que  por  una  especialidad 
de   la   Prenda  para  las  acciones  y  obligaciones 
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que  del  acto  se  deriven  se  consulta  no  la  obliga- 
ción principal,  sino  las  que  puedan  derivar  ó 
nacer  del  contrato  accesorio  de  la  prenda  mis- 
ma, consultando  por  ello  el  valor  de  la  cosa  que 
sirve  de  garantía  y  no  el  valor  de  la  obligación 
principal,  que  garantiza  la  prenda,  constitu- 
yendo esto  como  hemos  expuesto  una  excep- 
ción á  la  regla  general,  una  especialidad  del 
contrato  de  prenda. 

«  La  prenda  puede  darla  un  tercero  por 
el  deudor)).  (Artículo  1.8 1 8  del  Código 
Civil). 

En  general  es  la  prenda  dada  por  el  deu- 
dor:  tal  lo  supone  el  artículo  2.077  del  Código 
Civil  frencés.  A  menudo  la  prenda  puede  ser 
constituida  por  un  tercero  á  nombre  del  deu- 
dor: así  lo  dice  el  artículo  2.077,  y  es  evidente 
puesto  que  el  propietario  puede  disponer  de  la 
cosa  como  le  parezca. 

((Respecto  de  las  cosas  que  pueden  ser 
dadas  en  prenda  es  necesario  aplicar  por  ana- 
logía el  arríenlo  2.128  de  la  ley  hipotecaria,  y 
decir  qne  son  solo  suceptibles  de  ser  dadas  en 
prenda  las  cosas  muebles  que  están  en  el  co- 
mercio ;  dichas  cosas  deben  estar  en  el  comer- 
cio porque  están  destinadas  á  ser  vendidas  si 
el  dedor  no  paga.  Las  cosas  incorporales  pue- 
den ser  dadas  en  prenda :  implícitamente  lo 
dice  el  artículo  2.075,  y  en  teoría,  esto  no  ofrece 
duda.  Los  derechos  están  en  el  comercio  y  son 
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suceptibles  de  posesión».  (Artículo  1.607,  nú- 
mero 445).  (i) 

Comentando  este  artículo  nuestro  ilustrado 
Sanojo,  dice  que  envuelve  dos  actos :  «Entre  el 
tercero  que  da  la  prenda  y  el  deudor,  un  man- 
dato ó  una  gestión  de  negocios ;  y  entre  el 
acreedor  y  el  mismo  tercero  un  verdadero  con- 
trato de  prenda.  Hace  notar  que  quien  da  por 
otro  una  prenda  no  contrae  los  compromisos  de 
éste,  y  que  la  cosa  dada  solo  queda  obligada 
por  él.  Dedúcese  de  aquí  la  diferencia  que  hay 
entre  el  contrato  de  prenda  y  la  fianza,  pues 
en  ésta  el  que  garantiza  hace  la  obligación 
completamente  suya». 

(s<El  acreedor  no  puede  apropiarse  la  cosa 
recibida  en  prenda^  ni  disponer  de  ella^  aunque 
asi  se  hubiese  estipulado ;  pero  cuando  haya 
llegado  el  tiempo  en  que  deba  pagársele^  tiene 
derecho  á  hacerla  vender  judicialmente . 

A  la  licitación  de  la  prenda  que  se  remata 
puede  ser  admitido  el  acreedor  j^  (Artículo  1.819 
del  Código  Civil). 

El  contrato  de  prenda  siendo  como  es 
accesorio,  no  tiene  por  objeto  dar  la  cosa  em- 
peñada en  pago  del  crédito,  sino  asegurar  este 
pago  con  el  precio  de  aquella  cosa  ;  es  así,  y 
como  consecuencia  del  principio  de  que  no  se 
puede  obligar  al  deudor  á  pagar  una  cosa  dis- 
tinta de  la  debida,  que   se  le  ha   prohibido   al 


(i)     Laurent,  Cours  Blémentaire  de  Droit  Civil,  tom.   IV, 
págs.  169  y  170. 
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acreedor  apropiarse  la  prenda  que  es  tan  solo 
una  garantía  del  crédito.  La  ley  amparando 
los  derechos  del  acreedor,  faculta  á  éste,  para 
hacerla  vender  judicialmente ;  pero  es  tan  ab- 
soluta en  este  punto,  que  aun  siendo  el  precio 
de  la  cosa  pignorada  menor  que  la  deuda,  pro- 
hibe terminantemente  al  acreedor  apropiársela. 
En  consecuencia,  la  ley,  cuyo  fin  primordial  es 
proteger  todos  los  derechos,  establece  que  haya 
una  subasta  en  que  sin  perjuicio  del  acreedor 
pueda  desprenderse  una  utilidad  ó  ventaja  en 
favor  del  deudor. 

El  artículo  que  comentamos,  en  su  aparte 
concede  al  acreedor  el  derecho  de  presentarse 
como  licitador  quien  podrá  obtenerla  de  acuer- 
do con  los  requisitos  legales,  caso  de  que  ella 
no  exceda  al  montante  de  su  crédito,  y  si  así 
fuere,  consignando  por  ante  el  Tribunal,  como 
en  cualquier  remate,  la  diferencia  entre  el  jus- 
tiprecio de  la  cosa  (incluyendo  gastos  de  re- 
mate) y  el  montante  de  la  deuda,  pues  el  acree- 
dor, propiamente  hablando,  ofrece  la  base  de 
la  licitación  y  si  toma  la  cosa  que  tiene  en 
prenda  es  porque  efectúa  una  compensación 
entre  esa  base  y  su  acreencia. 

En  este  punto  nuestra  legislación  indica 
un  progreso,  comparada  con  el  Derecho  Ro- 
mano según  el  cual  la  facultad  de  vender 
podía  ejercerse  en  la  forma  convenida  en  el 
contrato,  pudiéndose  efectuar  sin  necesidad  de 
autorización  judicial. 

Justiniano   declaró  en   una   Constitución 
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que  sino  había  un  acuerdo  especial  sobre  el 
asunto,  la  venta  no  debía  verificarse  basta  dos 
años  después  de  la  fecba  del  aviso  dado  al 
deudor,  ó  de  una  sentencia  judicial  pronunciada 
contra  él.  (i) 

En  Inglaterra,  faltando  el  deudor  al  cum- 
plimiento de  su  compromiso,  el  acreedor  puede 
vender  la  prenda  sin  intervención  judicial,  des- 
pués de  dar  un  plazo  razonable  al  deudor  para 
que  la  redima. 

En  Escocia  se  exige  una  sentencia  judicial 
para  autorizar  la  venta  y  la  misma  regla  rige 
en  Francia.  Por  Derecíio  Español  puede  ven- 
derla, mediante  ciertas  formalidades.  El  acree- 
dor no  puede  comprar  la  cosa  dada  en  prenda, 
aunque  puede  pedir  al  Juez  que  se  le  adju- 
dique cuando  no  baya  compradores.  (2) 

Al  llegar  aquí  nos  permitimos  bacer  una 
observación  á  la  opinión  de  Sano  jo :  Contra  el 
parecer  de  él,  creemos  que  por  la  natura- 
leza de  la  prenda  y  por  la  forma  especial 
como  se  resuelve  al  ocurrir  á  las  autorida- 
des judiciales,  no  tiene  razón  de  ser  el  jui- 
cio que  supone  el  prenombrado  autor  deba 
seguirse  con  el  deudor  sobre  el  crédito ;  según 
este  criterio  sería  nugatoria  la  disposición  con- 
tenida en  el  artículo  1.8 19  ya  citado,  que  da  al 
tenedor  de  la  prenda  la  facultad  de  pedir,  no 
por  medio  de  un  libelo  de  demanda^  sino  en  la 


(i)     C.  8,  34,  3.  Justiniano.  Cita  de  Mackenzie. 
(2)     Mackenzie. 
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forma  ordinaria  de  las  solicitudes,  que  el  fun- 
cionario judicial  acuerde  el  remate,  previo  el 
anuncio  por  pregones,  conforme  á  la  Ley,  y  el 
justiprecio  que  de  lo  que  va  á  rematarse  prac- 
tiquen peritos  nombrados  con  sujeción  á  las 
reglas  del  caso.  Es  del  propio  modo  nuestra 
opinión  que  no  hay  razón  legal  para  que  la 
base  del  remate  de  la  prenda  sea  la  mitad  de 
su  justiprecio,  y  aun  menos  como  lo  es  cuando 
se  trata  de  la  ejecución  de  una  sentencia,  pues 
en  este  caso  parece  que  la  ley  al  estatuir  tal 
disposición  legal,  la  de  que  pueda  rematarse 
lo  embargado  hasta  por  la  mitad  de  su  justi- 
precio, y  hasta  menos,  ha  querido  consagrar 
algo  así  como  una  sanción  contra  el  deudor 
que,  siéndolo,  ha  preferido  sostener  un  debate 
judicial  antes  que  pagar  buenamente  ó  im- 
pedir el  juicio  por  los  medios  conciliatorios 
que  la  misma  Ley  le  brinda;  mientras  que  estas 
razonas  no  concurren  al  referirnos  al  contrato 
de  prenda,  pues  el  remate  que  de  las  cosas  pig- 
noradas se  hace,  no  es  por  vía  de  ejecución, 
sino  como  un  medio  especial  en  esta  materia, 
para  la  resolución  del  contrato  de  prenda. 

Estas  consideraciones  de  Doctrina  están 
apoyadas  por  razones  positivas.  En  efecto:  si  el 
acreedor  pignoraticio  pudiera,  vencido  el  lapso 
estipulado  para  la  resolución  del  contrato, 
apropiarse  la  prenda,  esto,  por  sus  efectos,  no 
sería  otra  cosa  que  una  venta  sub-retro,  en 
que  como  lo  estatuye  la  Ley  que  rige  este 
contrato   condicional    (venta   con  pacto  de  re- 


36 

tracto),  fenecido  el  lapso  del  rescate  el  com- 
prador, de  conformidad  con  el  artículo  1.481 
del  Código  Civil,  adquiere  irrevocablemente  la 
propiedad.  Si  pues,  el  acreedor  en  la  prenda 
pudiera  apropiársela  por  lieclio  propio  á  la 
espiración  del  lapso  preestablecido  para  el 
cumplimiento  de  la  obligación  principal,  se 
confundiría  con  la  venta  sub-retro,  siendo  como 
son  ambos  contratos  esencialmente  distintos;  y 
en  la  misma  venta  con  pacto  de  retracto  la  con- 
solidación de  la  propiedad  en  el  comprador  no 
confiere  á  éste  facultad  para  tomar  la  cosa  que 
por  virtud  de  la  ley  es  ya  suya,  sino  que  es 
indispensable  que  pida  su  posesión  ó  entrega 
material  al  Juez  competente  de  conformidad 
con  los  artículos  759  y  760  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil. 

Es  regla  general  en  el  contrato  de  prenda 
que  el  acreedor  tenedor  del  objeto  que  garanti- 
za el  cumplimiento  de  la  obligación  por  parte 
del  deudor  debe  conservarla,  esto  es,  no  dispo- 
ner de  ella,  ni  cambiar  su  naturaleza,  prestan- 
do en  su  guarda  el  cuidado  de  un  buen  padre 
de  familia,  regla  ésta  que  se  modifica  un  tanto 
cuando  lo  dado  en  prenda  es  una  acreencia, 
esto  es,  un  documento  de  crédito  en  que  según 
el  artículo  1.822  del  Código  Civil  puede  el 
acreedor  prendario  cobrar  la  acreencia  judicial 
ó  extrajudicialmente,  cambiando  así  la  cosa 
pignorada:  no  necesitando  según  opinión  de 
algunos  autores,  el  acreedor  pignoraticio  de 
que  se  notifique  al  deudor,  bastando   solo  que 
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se  le  compruebe  el  contrato  de  prenda.  Ahora 
bien,  si  el  acreedor  no  tuviera  la  facultad  que 
le  concede  el  artículo  invocado  se  desnaturali- 
zarían los  efectos  del  contrato,  pues  no  podría 
considerarse  como  garantía  una  acreencia  que 
no  puede  hacerse  efectiva,  y  ya  que,  por  otra 
parte,  al  aceptar  el  acreedor  tal  prenda  ha  de- 
bido contar  con  la  posibilidad  de  la  cancelación 
del  crédito  que  en  sí  mismo  no  tendría  ningún 
valor.  Se  nos  ocurre  hacer  una  distinción,  que 
no  establece  la  ley,  al  tratarse  de  acreencias: 
éstas  á  nuestro  juicio  varían  ó  se  clasifican 
según  el  origen  de  ellas,  esto  es,  por  los  con- 
tratos, convenciones,  hechos  ó  actos  de  donde 
nazcan;  según  su  valor  intrínseco  y  su  amplitud 
legal.  En  efecto,  por  su  naturaleza  originaria 
varían  las  formas  de  ejercitarse  el  derecho  que 
nazca  de  una  obligación  personal  y  el  que  se  de- 
rive de  una  obligación  real.  Fundados  en  estas 
ideas,  aceptamos — y  hé  aquí  la  razón  de  las 
diferencias  apuntadas — que  una  acreencia  na- 
cida de  una  obligación  personal  pueda  cobrarse 
por  el  acreedor  pignoraticio  á  quien  se  le  dá 
como  garantía;  pero  no  pensamos  lo  mismo  en 
tratándose  de  una  acreencia  que  nazca  de  una 
obligación  real  sobre  inmuebles:  por  ejemplo, 
una  acreencia  hipotecaria  si  no  se  ha  registra- 
do la  cesión  en  garantía,  y  entonces  no  es  pren- 
da. Si  es  requisito  esencial  para  la  constitución 
de  la  hipoteca  el  registro  público  de  la  escritu- 
ra respectiva,  lo  es  igualmente  el  de  cualquiera 
cesión  ó  traspaso  de  los  derechos  hipotecarios; 
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de  consiguiente  debemos  hacer  esta  excepción 
á  la  regla  contenida  en  el  artículo  sobre  prenda 
de  que  hablamos.  El  acreedor  pignoraticio 
pues,  por  el  hecho  de  tener  en  su  poder  un  do- 
cumento contentivo  de  una  acreencia  garanti- 
zada con  hipoteca  sin  registrar  la  cesión  no 
puede  hacer  efectiva  dicha  acreencia  y  si  lo 
efectúa  no  es  á  título  de  acreedor,  sino  por 
cualquiera  otra  razón,  como  el  de  habérsele 
conferido  mandato  especial  al  efecto. 

Consecuencia  de  la  disposición  legal  que 
motiva  estas  consideraciones  es  la  de  que  el 
acreedor  puede  disponer  de  los  intereses  que 
produzca  el  crédito  dado  en  garantía  é  impu- 
tarlos sobre  los  que  se  le  deban  por  el  présta- 
mo si  es  á  interés,  y  no  siéndolo,  sobre  el  prés- 
tamo mismo,  esto  es,  sobre  el  capital  de  la 
deuda  (Artículo  1.821  del  Código  Civil);  pues 
es  un  principio  establecido  y  aceptado  que  la 
prenda  responde  de  la  deuda  é  intereses  y  de 
las  impensas  necesarias. 

Otra  consideración  acerca  de  la  prenda  y 
que  nos  mueve  á  exponerla  en  esta  tesis,  la  de 
no  haberla  visto  tratada  en  ninguna  de  las 
pocas  obras  que  hemos  podido  hojear  durante 
nuestra  vida  de  estudiante,  es  la  siguiente,  que 
ilustraremos  con  un  ejemplo :  Una  persona 
recibe  de  otra  en  préstamo  cierta  cantidad  de 
dinero,  cuyo  pago  garantiza  con  un  objeto  que 
le  da  en  prenda  al  acreedor ;  pero  resulta  que 
tal  objeto  es  propiedad  de  un  tercero  que  recla- 
ma su  restitución,  en  virtud   de  la  acción   rei- 
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vindicatoria,  del  acreedor  pignoraticio.  ¿  Está 
este  legalmente  obligado  á  la  restitución  sin 
que  se  le  satisfaga  la  cantidad  que  dio  en 
préstamo  ? 

La  acción  reivindicatoria,  como  es  sabido, 
se  da  al  propietario  de  un  objeto  para  perse- 
guirlo en  donde  quiera  que  se  halle  cualquiera 
que  sea  su  detentador  y  cualquiera  su  título 
adquisitivo,  siendo  consecuencial  de  ese  dere- 
cho, que  por  su  parte  el  propietario  no  está 
obligado  á  sufrir  gastos  de  ninguna  naturaleza 
y  menos  los  que  puedan  resultar  de  la  extin- 
ción del  vínculo  jurídico  que  se  formó  entre  el 
detentador  y  aquel  de  quien  adquirió  la  cosa, 
ya  que,  los  contratos  y  convenciones  no  ligan 
ni  pueden  ligar  sino  á  las  personas  que  han 
tomado  parte  en  ellos.  Según  este  raciocinio, 
en  tesis  general,  no  tiene  pues,  el  propietario 
el  deber  de  pagar  al  acreedor  el  préstamo  que 
originó  la  prenda  ;  pero  tratándose  del  caso 
concreto  de  la  prenda  tenemos  una  opinión 
contraria  á  la  regla  general :  la  cual  creemos 
sería  justo  modificar :  creemos  que  el  tercero 
que  reclama  su  cosa,  dada  en  prenda,  como  lo 
hemos  supuesto  en  este  ejemplo,  debe  previa- 
mente pagar  al  acreedor  pignoraticio  lo  que  se 
le  deba  en  virtud  del  contrato  sin  que  pueda 
hacer  valer  las  prerrogativas  que  le  da  su  ca- 
rácter de  reivindicante,  pues  si  bien  estas  son 
fundadas  y  razonables  al  tratarse  de  inmue- 
bles, por  la  especial  circunstancia  de  que  el 
acreedor   tiene   los    medios    de   examinar   los 
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títulos    de   los   cuales   resulta    de  una  manera 
evidente  la  propiedad  de  dichos   inmuebles,   no 
puede   hacerse  semejante  consideración  al  ocu- 
parnos de  muebles,  respecto  de   los   cuales    la 
posesión    sola    constituye    un  título ;    de  aquí 
que,    sea   de  justicia  y    de   equidad  á  nuestro 
juicio,  no  contraria  á    la   ley,  y   sí    en   confor- 
midad con    la  filosofía  jurídica  que  informa  la 
materia,  que    el    acreedor  pignoraticio    tenga 
derecho    de    recabar   del  propietario,  que  com- 
pruebe serlo,  y  que  le  reclama  su  cosa,  la  devo- 
lución del    préstamo    y    de    sus    intereses  ;   y 
tanto  más  satisface  esta  opinión    los    reclamos 
de    la  justicia,   al  observar  que  :  el  propietario 
dejaría  á  salvo  sus  derechos  contra   el    deudor 
pignoraticio  que  dispuso  de  su  cosa,  porque  en 
virtud  del  pago  se  subrogaría   él  en    los    dere- 
chos   y    acciones   que  el  acreedor  tenga  contra 
el  deudor    nacidos    del   contrato    de    préstamo 
con   garantía  prendaria,   ya  que  el  propietario 
viene  á  ser  un  tercero  que  paga  por  el   deudor. 
Es  principio  general :   que   los    bienes   del 
deudor  son  la  prenda  común  de  sus  acreedores^ 
lo  que  da  á  entender,  el  derecho  á  concurrir  que 
tienen   todos  los  acreedores  á  ejercer  sus  dere- 
chos, sin  preferencias  de  ninguna  especie,   so- 
bre todos    los  bienes  del  deudor,  principio  que 
modifican  las  causas    de  preferencias  estable- 
cidas en  nuestra  legislación,  y  que  lo  son :  los 
privilegios  y  las  hipotecas.    Sabido  es    que  el 
efecto  legal  de  la  clasificación  que  en  esta  ma- 
teria indica  la   Ley — consistente  en   graduar 
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por  el  origen  de  los  créditos  su  orden  de  concu- 
rrencia sobre  los  bienes  del  deudor,   es  preferir 
para   sus   pagos,   unos  créditos  con  respecto  á 
otros — ;  en  esta   gerarquía   ocupan  en  primer 
lugar  las  hipotecas,  y  aún  en  el  seno  de  estas 
mismas,  hay  graduaciones  para   las  cuales  se 
consulta  la  fecha  de  las  escrituras  públicas  que 
causan  la  hipoteca,   porque  estas  se  gradúan 
por   la  fecha  de  su  registro.  La  prenda  es  tam- 
bién causa  de  preferencia  en  los  pagos  y  restrin- 
ge igualmente  aquella  regla  general,  pues  ella, 
refiriéndonos  al  objeto  mismo,  no  puede  respon- 
der como  acontece  con  la  hipoteca  de  los  crédi- 
tos quirografarios  sino  después  de  satisfecha  la 
deuda  al  acreedor  pignoraticio,   sus  intereses  y 
los  gastos  causados,  afecta  como  se  haya  prin- 
cipalmente, como  antes  hemos  dicho,  al   cum- 
plimiento  de   la  obligación  á  que  sirve  de  ga- 
rantía ;    resultando   de   esto   la   lógica   conse- 
cuencia de  que  extinguida  esa  obligación  des- 
aparece  el  gravamen,  si  podemos  así  decirlo, 
que  pesa  sobre  la  cosa  pignorada,  la  cual  por  lo 
mismo  vuelve   á   poder  del  deudor,  y  esta  la 
forma  extrínseca   que  revela    la   ruptura    del 
vínculo  jurídico  entre  acreedor  y  deudor.    Aho- 
ra bien,  como  lo  prevee  nuestra  ley  civil  puede 
acontecer   que  el  mismo  deudor  contraiga  una 
nueva  deuda  con  su  acreedor  pignoraticio  y  que 
esta  se  haga  exigible  antes  que  la  primera.  No 
hacemos  esfuerzo  alguno  al  pensar  que  si  nada 
se  ha   dicho   sobre  garantía  de   esta  segunda 
obligación   ella   no  pesa  sobre  la  garantía  del 
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crédito  primitivo,  pues  la  prenda  debe  ser  ex- 
presa, esto  es,  no  se  presume.  De  aquí  que, 
considerando  lo  expuesto  sencillamente  como 
una  consecuencia  natural,  filosófica  y  jurídica 
de  la  naturaleza  misma  del  contrato  que  estu- 
diamos, no  encontremos  las  razones  que  haya 
tenido  el  legislador  para  estatuir  lo  que,  fran- 
camente, nos  parece  innecesario  por  las  razo- 
nes apuntadas,  al  consagrar  en  el  aparte  del 
artículo  1824  ^^^  Código  Civil:  que  cancelada 
la  primera  obligación  el  acreedor  no  puede  ser 
obligado  á  desprenderse  de  la  prenda  antes  de 
que  se  le  bayan  pagado  totalmente  ambos  cré- 
ditos ;  advirtiéndose  más  á  nuestro  juicio  la 
sinrazón  é  inutilidad  de  la  disposición  citada 
cuando  en  ella  se  dice  expresamente  que  no  se 
puede  obligar  al  acreedor  á  la  devolución  de  la 
prenda  attnque  720  haya  ninguna  estipulación 
para  afectar  la  prenda  al  pago  de  la  segunda 
deuda  ;  pues  si  esto  es  así,  si  el  objeto  pignora- 
do no  está  afecto  al  cumplimiento  de  la  segunda 
obligación,  esta  es  una  obligación  simple  y 
sigue  por  lo  mismo  la  regla  general  De  las 
obligaciones  y  de  los  contratos  en  general.  Ade- 
más :  si  así  no  fuera  resultaría  algo  que  desna- 
turalizaría al  contrato  de  prenda  al  suponer, 
que  pudiesen  extenderse  los  efectos  de  la  ga- 
rantía primitiva  á  la  segunda  obligación  ;  y 
aún  cuando  la  segunda  deuda  se  garantizara 
también  con  la  prenda,  garantía  de  la  primera, 
no  podría  el  deudor  pedir  su  devolución  al 
cancelar   su    segunda  obligación ;    porque,    si 
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bien  es  cierto  que  la  cosa  pignorada  está  toda 
ella  afecta  al  pago  de  la  segunda  deuda,  con- 
curre la  misma  razón  para  concluir,  que  toda 
ella  responde  también  de  la  primera,  por  virtud 
de  la  indivisibilidad  de  la  prenda. 

Como  los  contratos  engendran  obligacio- 
nes y  derechos,  y  éstos  se  ejercen  per  ante  las 
autoridades  competentes  por  medio  de  las  ac- 
ciones respectivas,  es  cuestión  que  importa 
estudiarse,  la  de  precisar  la  naturaleza  de  las 
acciones  que  se  derivan  del  contrato  de  prenda. 

Como  dijimos  al  principiar  esta  tesis,  la 
prenda  es  un  contrato  accesorio,  que  sigue  por 
ello  la  suerte  de  lo  principal,  esto  es,  del  con- 
trato al  cual  sirve  de  garantía:  si  éste  es  civil, 
las  acciones  que  se  deriven  de  la  prenda  serán 
de  naturaleza  civil:  y  caerán  bajo  la  jurisdic- 
ción mercantil  si  garantizan  el  cumplimiento 
de  la  obligación  mercantil. — Ahora  bien,  el 
préstamo  es  un  contrato  por  su  naturaleza 
civil;  siendo  mercantil  por  excepción,  pues  el 
Código  de  Comercio  es  de  excepción,  de  tal 
suerte  que  para  los  casos  no  previstos  en  él,  la 
propia  lyegislación  ordena  ocurrir  al  Código 
Civil.  Así  pues,  para  que  el  préstamo  se  consi- 
dere como  mercantil  es  necesario  que  concu- 
rran las  circunstancias  especiales  que  señala  el 
artículo  393  del  Código  de  Comercio,  casos  en 
los  cuales  la  prenda  que  garantice  el  préstamo 
y  de  consiguiente  las  acciones  que  de  ella  naz- 
can serán  mercantiles. 

Las  operaciones  relativas  á  préstamos  con 
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garantía  prendaria  pueden  ser  objeto  de  una 
especulación  especial,  y  reglarse  en  consecuen- 
cia por  reglamentos  adecuados  á  la  materia 
pudiendo  establecerse  al  efecto  Institutos  ó 
casas  que  se  dediquen  con  preferencia  á  esa 
clase  de  negocios,  establecimientos  que  toman 
el  nombre  de  Montes  de  Piedad^  y  respecto  de 
los  cuales  privan  por  lo  general  las  disposicio- 
nes contenidas  en  dichos  reglamentos  ó  estatu- 
tos en  todo  aquello  que  no  colidan  ó  pugnen  con 
leyes  en  cuya  observancia  estén  interesados  el 
orden  público  y  las  buenas  costumbres. 

Al  llegar  á  esta  materia  debo  terminar 
este  trabajo  porque  ella  sola  dá  motivo  para 
muy  extensas  consideraciones  de  otra  índole,  y 
constituye  por  sí  misma  una  obra  para  la  cual 
se  requieren  estudios  especiales. 


VEREDICTO  DEL  JURADO 


Apareciendo  del  examen  hecho  por  nosotros 
que  esta  tesis  reitne  las  condicio7tes  exigidas  por 
la  Ley^  le  damos  nuestra  aprobación, 

Caracas:  8  de  febrero  de  igo¿f. 


